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Dictamen de la Procuración General:


El Tribunal del Trabajo n° 2 de Lanús hizo lugar a la demanda instaurada por Manuel Fernando Altuna contra Francisco Vicente Damiano S.A.C.F.I., a quien condenó a pagar al actor la suma que fija en concepto de indemnización por accidente de trabajo, condena que hizo extensiva a "Asociart A.R.T. S.A." en forma solidaria. Asimismo y a pedido de la parte actora, declaró la inconstitucionalidad del art. 8 de la ley 24.432 (fs. 442/461).


Contra dicho pronunciamiento se alzaron la tercera "Asociart A.R.T. S.A." mediante recursos extraordinarios de inaplicabilidad de ley y de nulidad (v. fs. 482/510 vta.) y la demandada a través de recursos extraordinarios de inconstitucionalidad, inaplicabilidad de ley y nulidad (v. fs. 572/584 vta.). Denegada que fue en la instancia ordinaria la concesión de las referidas impugnaciones (v. fs. 602/604 y fs. 586/587, respectivamente), esa Suprema Corte resolvió concederlas en fs. 1043/1044 vta..


I. Recibiendo en vista los recursos extraordinarios de nulidad e inconstitucionalidad interpuestos en autos (v. fs. 1049), procederé, seguidamente, a abordarlos en forma separada.


a) Recurso extraordinario de nulidad interpuesto por Asociart S.A. ART (fs. 482/512):


Con sustento en lo prescripto por el art. 168 de la Constitución de la Provincia, sostiene el recurrente que el tribunal de grado no ha mencionado ni, mucho menos, tratado, cuestiones esenciales sometidas a su conocimiento y decisión en ocasión de responder la citación que le formulara la demandada.


Enuncia en tal carácter, previo recalcar que su intervención en este juicio respondió a la citación en garantía efectuada por la accionada en los términos de la ley 17.418, a la defensa de no seguro articulada sobre la base de las diferencias existentes entre la citada legislación a cuyo amparo fue convocada y la ley 24.557, entre cuyas disposiciones no existe ninguna que imponga a su mandante el deber de hacer frente a las indemnizaciones pretendidas por el actor de autos, obligación que tampoco emerge del contrato de afiliación suscripto con el empleador en el que, por el contrario, se excluye expresamente de cobertura todo reclamo fundado en las previsiones de los arts. 39 de la ley de riesgos del trabajo y 1072, 1109 y 1113 del Código Civil.


b) Recurso extraordinario de nulidad deducido por la demandada (fs. 572/584 vta.)


En su apoyo, aduce la apelante que el juzgador de origen incurrió en omisión de cuestiones esenciales propuestas por su parte en oportunidad de responder la acción incoada, a saber: a) que el accionante continúa trabajando bajo la dependencia de su representada en el mismo puesto de trabajo y percibiendo los mismos ingresos y b) la conducta del actor en la causación del daño sufrido como eximente de la responsabilidad objetiva que se le achacara al empleador.


II. Anticipo, desde ahora, mi opinión contraria a la procedencia de las impugnaciones traídas.


a) Con relación a la queja deducida por Asociart S.A. A.R.T., debe partirse por destacar que en el fallo de los hechos, el tribunal del trabajo interviniente tuvo por acreditado el contrato de afiliación celebrado entre la ahora apelante y el empleador demandado "que cubría el riesgo laboral por el que acciona el actor", como así también, que la aseguradora citada incumplió con dicho contrato de conformidad con lo establecido en el art. 4, ap. 2°, 3°, 4° y 5° de la ley 24.557 (ver fs. 442 vta., puntos "e" y "f" y fs. 443 vta. puntos. 5 y 6 y sent. fs. 446 vta./447).


Con apoyo en las conclusiones fácticas recién apuntadas, el tribunal de la causa dispuso, en la posterior etapa de sentencia, atribuír rresponsabilidad subjetiva a la aseguradora hoy recurrente por el accidente laboral sufrido por el accionante, con fundamento en las prescripciones contenidas en las leyes 19.587 y 24.557 y su dec. reglamentario 170/96, que citó (ver fs. 451 vta./452).


Resuelto en tales término, no cabe sino concluír que las alegaciones y defensas que se dicen omitidas, han sido resueltas de modo implícito y negativo para las pretensiones del impugnante (conf. S.C.B.A. causas L.53.329, sent. del 9-VIII-1994; L.54.899, sent. del 15-VIII-1995; L.53.740, sent. del 27-II-1996 y L.56.337, sent. del 21-V-1996), circunstancia que descarta la consumación del quebranto constitucional denunciado en la protesta bajo examen.


Sólo resta agregar que el acierto jurídico de la solución arribada y aún de la interpretación que los jueces de mérito realizaron en torno de los términos en que quedó conformada la presente litis -que es lo que, en definitiva, cuestiona el presentante-, resultan materia ajena al ámbito de la presente vía de nulidad intentada (conf. S.C.B.A. causas L.55.650, sent. del 26-IX-1995 y L.54.384, sent. del 7-XI-1995).


b) El recurso de nulidad interpuesto por la demandada vencida, ha de correr igual suerte desfavorable a su progreso.


Ello es así, en primer lugar, por cuanto la circunstancia relativa a que el actor continúa laborando bajo la dependencia de la accionada, lejos de revestir el carácter esencial que le atribuye el impugnante, conforma un argumento de hecho cuya falta de consideración en el fallo no puede generar su invalidez constitucional.


Es que sabido es que el deber de los tribunales del trabajo de tratar todas las cuestiones esenciales sometidas a su conocimiento, no implica el de contestar cada una de las argumentaciones -fácticas o jurídicas- introducidas por los contendientes en defensa de sus intereses (conf. S.C.B.A. causas L.54.087, sent. del 5-VII-1996; L.64.925, sent. del 30-IX-1997 y L.67.444, sent. del 13-IV-1999).


Y, en segundo lugar, porque al establecer el sentenciante de origen la responsabilidad civil de la demandada, sostuvo expresamente "la falta de comprobación de las eximentes y de los hechos impeditivos ejercitados al contestar la demanda, por la carencia probatoria al respecto" (v. fs. 452 vta. y 453 vta.).


En tales condiciones, dable es recordar invariable doctrina de V.E. que establece que no media violación del art. 168 de la Carta local si la cuestión que se dice omitida fue examinada y resuelta en el fallo, cualquiera fuera el acierto de la decisión o el mérito de los fundamentos (conf. S.C.B.A. causas L.55.843, sent. del 27-II-1996; L.55.794, sent. del 20-VIII-1996 y L.70.295, sent. del 12-III-2003), como ocurre, en la especie, con la eximente de responsabilidad invocada.


c) Respecto del recurso extraordinario de inconstitucionalidad que también recibo en vista de fs. 1049, debo decir que ha sido mal concedido, pues sin perjuicio de que en el libelo recursivo de fs. 572/584 se anuncie su deducción (v. fs. 572), lo cierto es que de su contenido no aparece desarrollo de fundamento alguno vinculado con el medio de impugnación instituído por los arts. 161, inc. 1° de la Constitución provincial y 299 del Código Procesal Civil y Comercial.


III. En mérito de lo expuesto, considero -como adelanté- que V.E. debe proceder al rechazo de los recursos extraordinarios de nulidad que dejo examinados y a declarar mal concedido el recurso extraordinario de inconstitucionalidad.


La Plata, 7 de agosto de 2003Juan Angel De Oliveira
A C U E R D O

 En la ciudad de La Plata, a 8 de octubre de 2008, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores de Lázzari, Pettigiani, Kogan, Genoud, Negri, Soria, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa L. 85.321, "Altuna, Manuel Fernando contra Francisco Vicente Damiano S.A.C.F.I. y A. Accidente de trabajo. Acción civil".

A N T E C E D E N T E S

El Tribunal del Trabajo nº 2 de Lanús acogió la demanda incoada, imponiendo las costas del modo que especifica.

La parte demandada dedujo recursos extraordinarios de nulidad, inconstitucionalidad e inaplicabilidad de ley.

El tercero citado "Asociart A.R.T. S.A." dedujo recursos extraordinarios de nulidad e inaplicabilidad de ley.

Oído el señor Subprocurador General, dictada la providencia de autos, y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar las siguientes

C U E S T I O N E S

1ª. ¿Ha sido bien concedido el recurso extraordinario de inconstitucionalidad deducido a fs. 573 vta./575 vta.?

    Caso afirmativo:

2ª. ¿Es fundado?

3ª. ¿Es fundado el recurso extraordinario de nulidad deducido a fs. 581/582?

    Caso negativo:

4ª. ¿Lo es el interpuesto a fs. 505 vta./507 vta.?

    Caso negativo:

5ª. ¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley incoado a fs. 575 vta./581?

6ª. ¿Lo es el deducido a fs. 487 vta./505 vta.?

V O T A C I O N

A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:

I. El tribunal interviniente hizo lugar a la demanda interpuesta por Manuel Fernando Altuna contra "Francisco Vicente Damiano S.A.C.I.F. y A.", mediante la cual había reclamado ‑con sustento en las normas del derecho común‑ la reparación de los daños derivados del accidente de trabajo que padeciera el día 22-VI-1998, mientras prestaba tareas bajo dependencia de la accionada. Asimismo, condenó a resarcir dichos perjuicios ‑solidariamente con el empleador, y con fundamento en los arts. 512, 902 y 1074 del Código Civil‑ al tercero citado "Asociart A.R.T. S.A.". Finalmente, declaró ‑a pedido del accionante‑ la inconstitucionalidad del art. 8 de la ley 24.432 (sent. fs. 445/461).

1. Para así resolver, consideró acreditado el sentenciante que, en la fecha referida, al intentar destrabar la máquina inyectora plástica con la cual desarrollaba sus tareas, el actor vio prensada su mano derecha. Ello le ocasionó un fuerte traumatismo a consecuencia del cual sufrió una grave pérdida de las funciones de la misma, ya que se le debió practicar la amputación de la primera falange del dedo índice, perdiendo, además, la segunda y tercera falanges del dedo mayor, lo que significó una incapacidad parcial y permanente equivalente al 38% del índice de la total obrera (vered., fs. 442/444).

2. A partir de tales bases, juzgó el a quo que la accionada debía responder por las consecuencias dañosas del siniestro referido, no sólo en su carácter de propietaria de la maquinaria que operaba el accionante (a la que caracterizó como "cosa riesgosa", en los términos del art. 1113 del Código Civil), sino también en virtud de su conducta culpable, consistente en haber omitido las medidas de protección adecuadas que hubieran permitido impedir el daño sufrido por el accionante, situación que ‑a juicio del tribunal‑ la tornaba subjetivamente responsable con base en los arts. 512, 902 y 1109 del Código Civil y 75 de la Ley de Contrato de Trabajo. 

3. Asimismo, tras tener por demostrado que la Aseguradora de Riesgos del Trabajo citada como tercero al proceso ‑"Asociart A.R.T. S.A."‑ no realizó las inspecciones de la maquinaria utilizada por la demandada, ni cumplió el plan de mejoramiento previsto en el art. 4 de la ley 24.557 (vered., fs. 443 vta.), consideró el juzgador que ello importaba la omisión culpable del cumplimiento de los deberes de control y prevención legalmente exigidos, razón por la cual, correspondía atribuirle responsabilidad subjetiva y directa en la causación del daño sufrido por el actor, con fundamento en los arts. 512, 902 y 1074 del Código Civil (sent. fs. 450/452).

4. En consecuencia, el sentenciante dispuso condenar solidariamente al empleador demandado y a la Aseguradora de Riesgos del Trabajo citada a pagar al accionante las sumas de $ 180.000 (en concepto de reparación del daño emergente) y $ 200.000 (en concepto de resarcimiento del lucro cesante y el daño moral).

En relación al daño emergente, señaló el juzgador que, a los fines de determinar el monto resarcitorio, debía considerarse no sólo la incapacidad laborativa, sino todos los aspectos de la vida de la víctima, tanto en sus proyecciones individuales como sociales (sent., fs. 453 vta./455).

A su vez, en lo que respecta al lucro cesante, especificó que la cuantía asignada se hallaba dirigida a compensar la mutilación de las potencialidades económicas del dañado, para lo cual cabía tomar en consideración, entre otros factores: la edad del actor a la fecha del accidente, sus ingresos mensuales por el trabajo prestado para la demandada y los años faltantes para llegar a obtener la jubilación ordinaria (sent., fs. 455/456).

Finalmente, en lo tocante al daño moral, justificó el tribunal el monto establecido afirmando que el rubro en cuestión debía reparar toda minoración del sujeto en sus aptitudes existenciales que se derivase de la destrucción del equilibrio espiritual producido por el accidente de trabajo, debiéndose tener en cuenta las ineptitudes de todo género con repercusión en la vida solitaria y de relación (sent., fs. 456 vta./457 vta.). 

5. Por último, resolvió el a quo acoger el planteo de inconstitucionalidad del art. 8 de la ley 24.432, en la inteligencia de que dicho precepto legal fue dictado por el Poder Legislativo nacional invadiendo una facultad no delegada por las provincias al estado federal, conculcando, de tal manera, los arts. 1, 5 y 121 de la Constitución nacional y 1, 3, 15, 42, 45, 56, 103 inc. 13 y 168 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires (sent., fs. 458/459).

II. En el recurso extraordinario de inconstitucionalidad, la demandada plantea la invalidez constitucional del art. 56 de la ley 11.653.

Señala que debe ser eximida de dar cumplimiento al recaudo de efectuar el depósito previo exigido por el precepto legal en cuestión como condición para acceder a la instancia extraordinaria, toda vez que ‑al denegar el acceso a la justicia mediante una traba de tipo económico‑ la norma impugnada resulta violatoria del debido proceso y del derecho de defensa en juicio. Añade que la Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene resuelto que la valla en cuestión es manifiestamente inconstitucional.

Concluye afirmando que el art. 56 de la ley 11.653 vulnera el art. 14 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, como asimismo "sus equivalentes de la Constitución Nacional y Tratados internacionales que garantizan el acceso a la justicia y la defensa en juicio" (fs. 573 vta./575 vta.).

III. Entiendo que el tratamiento del recurso ha devenido abstracto.

1. El tribunal de grado denegó la concesión de los recursos interpuestos por la accionada, en virtud de que aquella no efectuó el depósito previo exigido por el art. 56 de la ley 11.653.

Añadió que no era obstáculo para ello el planteo de inconstitucionalidad de dicha norma articulado por aquella, señalando que esta Suprema Corte ha establecido el referido precepto legal no conculca derechos o garantías consagradas en la Constitución provincial, ni mengua de la defensa en juicio ni la igualdad de las partes en el proceso (res. de fs. 586/587).

2. Al abordar la queja deducida por la recurrente contra la antedicha resolución del tribunal, esta Suprema Corte entendió que correspondía acoger la misma y ordenó conceder los recursos deducidos.

Sin dejar de recordar su propia doctrina en lo relativo a que el art. 56 de la ley 11.653 en modo alguno conculca derechos constitucionales, este Tribunal resolvió empero que, en base a las circunstancias que se verificaban en la especie, correspondía excepcionalmente ordenar la concesión de los recursos sin necesidad de efectuar el depósito previo. Para ello tuvo en cuenta: a) que la Aseguradora de Riesgos condenada ya había efectuado el depósito, por lo que, versando los recursos deducidos por ambas vencidas, sobre los mismos puntos litigiosos, un solo depósito resultaba suficiente para salvar la finalidad prevista en la exigencia legal; b) que la accionada cuestionaba la declaración de inconstitucionalidad de la ley 24.557, cuestión federal a cuyo respecto las formalidades procesales no pueden vedar el acceso a esta sede extraordinaria, de conformidad con la jurisprudencia de la Corte nacional (res. de fs. 1043/1044).

3. Al contestar la vista que se le corriera, el Subprocurador General dictaminó que ‑en su opinión‑ el recurso bajo examen había sido mal concedido, toda vez que de su contenido no surgía desarrollo de fundamento alguno vinculado con el medio de impugnación instituido por los arts. 161 inc 1º de la Constitución provincial y 299 del Código Procesal Civil y Comercial (fs. 1052 vta.).

4. a. En primer lugar, debo afirmar que existe en autos un caso constitucional susceptible de ser encuadrado en el ámbito del carril recursivo extraordinario receptado en el art. 161 inc. 1º de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, pues la recurrente ha planteado la invalidez constitucional de un precepto legal local (art. 56 de la ley 11.653, ver fs. 573 vta.), en la inteligencia de que el mismo contraría una norma de la Carta Magna Provincial (art. 14, ver fs. 575 vta.), y el tribunal de grado desestimó dicho planteo (fs. 586 vta.).

b. Sin embargo, como lo anticipara, la cuestión ha devenido abstracta, toda vez que, al abordar la queja deducida por la impugnante contra la resolución del tribunal de grado que denegó la concesión de los recursos, esta Suprema Corte resolvió que cabía concederlos sin necesidad de efectivizar el depósito previo exigido por el art. 56 de la ley 11.653 (fs. 1043/1044).

Luego, como consecuencia de circunstancias sobrevinientes a la interposición del recurso bajo examen, el agravio denunciado por el quejoso ha desaparecido, por lo que éste ha perdido interés en la declaración de inconstitucionalidad peticionada, no correspondiendo ‑por lo tanto‑ abordar el remedio procesal deducido.

En este sentido, se ha señalado que si bien es cierto que el fin del recurso extraordinario de inconstitucionalidad es la primacía de la Constitución, no lo es menos que no se trata de un remedio en el mero interés de la ley, pues para que pueda tener andamiento es imprescindible la existencia de un perjuicio jurídico concreto derivado de la aplicación del precepto legal tachado de inconstitucional (conf. Hitters, Juan Carlos, "Técnica de los recursos extraordinarios y de la casación", Librería Editora Platense, La Plata, 2002, pág. 717). 

Careciendo entonces el recurrente de interés actual en la declaración de inconstitucionalidad peticionada, no corresponde pronunciarse al respecto.

Así lo voto.


Los señores jueces doctores Pettigiani, Kogan, Genoud, Negri y Soria, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votaron la primera cuestión en el mismo sentido.

A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:

Atento lo resuelto en la cuestión anterior, no corresponde abordar la presente.


Los señores jueces doctores Pettigiani, Kogan, Genoud, Negri y Soria, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votaron la segunda cuestión en el mismo sentido.

A la tercera cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:

I. En su recurso extraordinario de nulidad, la demandada "Francisco Vicente Damiano S.A.C.I.F.I. y A." denuncia que el sentenciante omitió considerar ciertos argumentos contendidos en la contestación de la demanda cuyo análisis, en su opinión, resultaba esencial para definir la suerte del litigio.

En ese sentido, puntualiza que el a quo lisa y llanamente ignoró los siguientes planteos defensivos: (i) el hecho incontrovertido de que el actor continúa desempeñándose en el mismo puesto de trabajo y percibiendo los mismos ingresos que antes del acaecimiento del siniestro; (ii) la existencia de conducta culposa de la propia víctima en la causación del accidente de trabajo.

Concluye señalando que, con el objetivo de "destruir el sistema de la Ley de Riesgos del Trabajo", el tribunal de grado ha preterido el tratamiento de las cuestiones indicadas, incurriendo de ese modo en arbitrariedad, por lo que la sentencia impugnada debe ser descalificada como acto judicial válido (fs. 581/582).

II. El recurso no prospera.

1. Reiteradamente ha resuelto este Tribunal que cuestiones esenciales son aquellas que conforman la estructura de la litis y el esquema jurídico que la sentencia debe atender para la solución del litigio y no cualquiera que las partes consideren tales, no revistiendo dicho carácter los meros argumentos introducidos por las partes en apoyo de sus pretensiones (conf. causas L. 40.802, "Pereyra", sent. del 23‑V‑1989; L. 73.313, "Añual", sent. del 26‑X‑1999, entre otras). Luego ‑como lo señala el señor Subprocurador General (fs. 1052)‑ la pretendida omisión de valorar el hecho de que el accionante continuara laborando para la accionada con posterioridad al siniestro por el cual reclama en autos, no tiene virtualidad suficiente para justificar la nulidad del pronunciamiento, en tanto no constituye un tema de cuya decisión dependa directamente el sentido y alcance del pronunciamiento (conf. causas Ac. 32.953, "Oudin", sent. del 16‑VI‑1984; Ac. 42.311, "Agronomía El Salado S.A.", sent. del 31‑X‑1989; Ac. 45.992, "Straccia", sent. del 19‑X‑1993; Ac. 57.899, "Akamine", sent. del 17‑II‑1998; Ac. 79.111, "Roche", sent. del 19‑III‑2003, entre otras).

2. En lo que respecta al agravio vinculado con la falta de tratamiento de la eximente de responsabilidad al que también hace referencia la quejosa (culpa del actor en la causación del daño), cabe señalar que la cuestión fue expresamente abordada por el juzgador, en tanto afirmó que había quedado establecida la responsabilidad de la demandada y la "falta de comprobación de las eximentes y los hechos impeditivos ejercitados al contestar la demanda, por la carencia probatoria al respecto" (ver fs. 452 vta.).

En consecuencia, el agravio debe ser desestimado, pues sabido es que no media omisión de cuestión esencial si ésta ha sido abordada y decidida por el fallo, sea cual fuere su acierto (conf. causas Ac. 61.053, "Gotusso", sent. del 13‑IV‑1999; Ac. 76.127, "Romero", sent. del 27‑XII‑2000; Ac. 80.628, "Doblari", sent. del 5‑III‑2003; Ac. 80.065, "F.F.A.", sent. del 9‑VI‑2004).

3. Por último, cabe añadir que resulta ajena al ámbito del carril intentado la denuncia de que la sentencia impugnada adolece de arbitrariedad (conf. causas Ac. 33.036, "Tenaglia", sent. del 30‑XI‑1984; Ac. 41.827, "García Vega", sent. del 21‑XI‑1989, entre otras).

III. En consecuencia, por los fundamentos expuestos, el recurso debe ser rechazado, con costas (art. 298 del C.P.C.C.).

Voto por la negativa.

Los señores jueces doctores Pettigiani, Kogan, Genoud, Negri y Soria, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votaron la tercera cuestión también por la negativa.

A la cuarta cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:

I. En el recurso extraordinario de nulidad, "Asociart A.R.T. S.A." denuncia violación del art. 168 de la Constitución provincial.

Señala, en lo sustancial, que el tribunal de grado ha omitido el tratamiento de una cuestión esencial sometida a su conocimiento, cual es la relativa a la defensa de no seguro oportunamente impetrada en su primera presentación.

En ese sentido, detalla que su planteo defensivo se estructuró, precisamente, en la circunstancia de que resultaba improcedente citar en garantía a la Aseguradora de Riesgos del Trabajo en los términos de la ley de seguros, a pesar de lo cual el sentenciante omitió toda referencia a sus argumentos, procediendo a dictar sentencia en base a fundamentos fácticos y normativos no invocados por ninguna de las partes (fs. 505 vta./507 vta.).

II. El recurso no ha de prosperar.

1. En primer lugar, he de señalar que, contrariamente a lo expresado por la recurrente ‑que insistentemente señala que el tribunal procedió a "citar en garantía" a "Asociart A.R.T. S.A." en los términos de la ley 17.418, circunstancia en torno a la cual fundamenta todos sus agravios‑ el sentenciante citó a la Aseguradora de Riesgos del Trabajo en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial, es decir, como tercero de intervención obligada (ver res. de fs. 104). Puesta de manifiesto tal circunstancia, las bases sobre las que asienta el remedio procesal examinado resultan netamente erosionadas, deviniendo, en consecuencia, más que dudoso el carácter esencial de la cuestión que se denuncia como indebidamente preterida (tratamiento de la defensa de no seguro deducida por el tercero citado en los términos de la ley 17.418).

2. a. Independientemente de lo expuesto, teniendo en cuenta no sólo que el tribunal tuvo por probado que el contrato de afiliación entre el demandado y la recurrente "cubría el riesgo laboral por el que acciona el actor" (vered., cuestión única, punto e), fs. 442 vta./443 vta.), sino además que aquél resolvió condenar a "Asociart A.R.T. S.A." de manera directa ‑es decir, como responsable a título personal del daño sufrido por el accionante y no por su carácter de aseguradora de la patronal demandada‑ resulta evidente que ‑como acertadamente lo señala el señor Subprocurador General, ver fs. 1051 vta.‑ la cuestión ha quedado resuelta de modo implícito y adverso a la posición de la quejosa, sin que quepa abordar el acierto sustancial de lo resuelto, materia ajena al carril intentado.

En ese sentido, tiene dicho esta Corte que el recurso extraordinario de nulidad es infundado si la cuestión que se denuncia como omitida ha sido resuelta de modo implícito y negativo para las pretensiones del recurrente, siendo ajeno a su ámbito el acierto o desacierto jurídico de la decisión (conf. causas L. 33.320, "Incardona", sent. del 21‑IX‑1984; L. 33.547, "Ramírez", sent. del 23‑XI‑1984; L. 53.329, "Zinna", sent. del 9‑VIII‑1994; L. 54.899, "Cruz de Santiago", sent. del 15‑VIII‑1995; L. 53.470, "Schmidt", sent. del 27‑II‑1996; L. 56.337, "Spina", sent. del 21‑V‑1996).

b. Cabe a agregar a ello que ‑por las razones expresadas en el apartado II, punto 1 del voto a la tercera cuestión‑ tampoco resulta suficiente para decretar la nulidad del fallo atacado la denunciada omisión de abordar la totalidad de los argumentos introducidos por la recurrente en sustento de su posición.

III. En virtud de lo expuesto, corresponde rechazar el recurso traído, con costas (art. 298 del C.P.C.C.).

Voto por la negativa.
A la cuarta cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:

Comparto la solución propuesta por el doctor de Lázzari, si bien por los siguientes fundamentos.

El recurrente atribuye al tribunal a quo haber incurrido en una omisión de tratamiento de una cuestión esencial sometida a su conocimiento, cual era la defensa de no seguro oportunamente opuesta.

Sin embargo, tal como afirma el colega preopinante, teniendo en cuenta que el sentenciante de grado resolvió condenar a Asociart A.R.T. S.A. de manera directa, atribuyéndole responsabilidad en el accidente ocurrido como consecuencia de su omisión culpable en el cumplimiento de los deberes de control y prevención legalmente exigidos a las Aseguradoras de Riesgos de Trabajo (arts. 4, ley 24.557; 512, 902, 1074, Cód. Civil ‑vered. fs. 443 vta., sent. fs. 450/2-), independientemente del vínculo asegurativo habido entre la misma y la empleadora ‑en función del cual la recurrente plantea la mentada omisión esencial que denuncia‑ es posible observar que la cuestión que se dice preterida en verdad resultó desplazada merced al encuadre normativo y la causa jurídica en virtud de la cual fue hallada responsable la Aseguradora de Riesgos de Trabajo (conf. art. 499 y cc. Cód. Civil). 

En este sentido, el art. 168 de la Constitución provincial sanciona con la nulidad del fallo aquellas omisiones incurridas por el juzgador por descuido o inadvertencia, mas no cuando la materia aparece expresamente desplazada por las razones expuestas en la sentencia (Ac. 94.206, sent. del 27‑XI‑2006; conf. L. 90.476, sent. del 8‑XI‑2006; L. 82.729, sent. del 26‑X‑2005; entre otras) siendo ajeno al ámbito del presente recurso los agravios dirigidos a cuestionar el acierto de lo decidido (Ac. 91.784, sent. int. del 9‑III‑2005; entre otras).

Consecuentemente, corresponde rechazar el recurso interpuesto, con costas (art. 298, C.P.C.C.). 

Voto por la negativa.


Los señores jueces doctores Kogan, Genoud, Negri y Soria, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votaron la cuarta cuestión también por la negativa.

A la quinta cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:

I. En su recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, la demandada "Francisco Vicente Damiano S.A.C.I.F. y A" denuncia absurdo, violación y errónea aplicación de la ley 24.557.

1. Afirma que, al declarar la inconstitucionalidad e inaplicabilidad al caso de la ley 24.557, el sentenciante ha vulnerado el citado cuerpo legal.

Aclara que si bien la referida inconstitucionalidad fue decretada por el tribunal como cuestión previa, tal resolución no pudo ser cuestionada en aquella oportunidad en tanto no se trataba de una sentencia definitiva susceptible de ser impugnada por el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley. Sentado ello, defiende la validez constitucional del art. 39 de la Ley de Riesgos del Trabajo y expresa que la misma ha sido refrendada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso "Gorosito", jurisprudencia que ‑añade‑ debe ser acatada por los tribunales inferiores.

2. En otro orden de ideas, denuncia que el tribunal ha incurrido en absurdo al valorar las pruebas incorporadas al proceso y también al fijar los montos indemnizatorios.

Señala al respecto que el tribunal ha fijado, en base a una incapacidad acreditada del 38% de la total obrera, un monto resarcitorio global ($ 380.000) que resulta absurdo y no responde a la realidad de las circunstancias verificadas en la causa.

Agrega que el sentenciante ha prescindido de prueba fundamental, como es "el hecho de que el trabajador sigue trabajando para la demandada y cumpliendo exactamente la misma tarea que cumplía con anterioridad a sufrir el accidente". Tampoco se ha analizado en el pronunciamiento ‑dice‑ la eventual culpa de la víctima en la producción del daño, tal como se planteó en la contestación de la demanda.

3. Por último, se queja de la declaración de inconstitucionalidad del art. 8 de la ley 24.432 efectuada en la instancia de grado.

Aduce que, al descalificar la norma referida, el a quo ha incurrido en irrazonabilidad, pues el cuerpo legal inaplicado fue dictado con el objeto de evitar regulaciones de honorarios descabelladas como la realizada en la especie, sin que exista norma alguna de la Constitución nacional que se haya visto vulnerada por la ley 24.432. 

II. El recurso debe prosperar parcialmente.

1. El agravio vinculado con la declaración de inconstitucionalidad del art. 39 de la ley 24.557 no resulta de recibo.

a. Ello así, pues el sentenciante decretó la invalidez constitucional de dicha norma ‑entre otros artículos del cuerpo legal citado (arts. 1, 2, 6, 8, 14, 15, 21, 22, 46 y 49 ‑d.a. 1º y 5º‑ ver fs. 232/252 vta.) con carácter previo a la apertura a prueba de las actuaciones, y la ahora recurrente omitió cuestionar oportunamente tal resolución, la cual, en consecuencia, ha arribado firme a la instancia extraordinaria y no puede ser revisada por esta Suprema Corte.

b. No obsta a lo expuesto el desacertado argumento traído por la quejosa en orden a que la referida resolución por la cual el tribunal de grado declaró la inconstitucionalidad en cuestión no resultaba susceptible de recurso pues, contrariamente a dicha opinión, esta Corte resolvió ‑en reiteradas ocasiones‑ que el pronunciamiento del tribunal del trabajo que decreta la inconstitucionalidad de los referidos preceptos de la ley 24.557, reviste carácter definitivo en los términos del art. 278 del Código Procesal Civil y Comercial (conf. causas Ac. 69.812, "Liempi Hernández", res. del 12‑V‑1998; Ac. 73.030, "Estay", res. del 17‑XI‑1998; Ac. 74.541, "Avila", res. del 6‑VII‑1999; Ac. 75.583, "Romero", res. del 28‑IX‑1999; Ac. 76.057, "Giampietri", res. del 23‑II‑2000; Ac. 92.403, "Melende", res. del 15‑IX‑2004; Ac. 91.183, "Grillo", res. del 8‑VI‑2005, entre otras muchas). 

Luego, la facultad que tenía la recurrente para impugnar tal resolución ha precluido, por lo que ‑reitero‑ no puede revisarse en esta instancia lo resuelto por el juzgador de grado en relación a la inconstitucionalidad de las normas de la ley 24.557, sin que corresponda emitir ahora una opinión acerca del acierto sustancial del contenido asignado a aquella sentencia, que quedó firme.

c. Sin embargo, cabe aclarar que la solución que propongo, justificada ante la irrevisabilidad de una sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada, en modo alguno habrá de impedir que ‑en caso de confirmarse la condena al empleador‑ éste obtenga protección por parte de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo en la medida de su aseguramiento, aspecto que ‑eventualmente‑ habrá de ser analizado, por razones metodológicas, al abordar el recurso extraordinario de inaplicabilidad deducido por "Asociart A.R.T. S.A.". 

2. Tampoco prospera el recurso en cuanto se dirige a cuestionar el monto indemnizatorio fijado por el tribunal sentenciante.

a. Tiene dicho esta Suprema Corte que determinar el monto de una indemnización por daños y perjuicios es facultad privativa de los jueces de grado, irrevisable, en principio, en casación, salvo que se denuncie y compruebe la existencia de absurdo (Ac. 33.555, "Gandini y Cía.", sent. del 11‑VI‑1985; Ac. 43.737, "Bolagna", sent. del 25‑II‑1992, entre otras).

Más aún: en la materia específicamente debatida en la especie, ha señalado este Tribunal que es facultad privativa de los jueces de la instancia ordinaria la elección de las pautas que consideran adecuadas cuando se trata de establecer el monto de la indemnización por un infortunio de trabajo cuya reparación se reclamó por vía del derecho común, y que en tal supuesto, la configuración del absurdo debe apreciarse estrictamente (conf. causas L. 47.903, "Fiol", sent. del 26‑XI‑1991; L. 68.635, "Godoy", sent. del 26‑X‑1999; L. 79.179, "Brandoni", sent. del 2‑X‑2002). 

b. Partiendo de las pautas mencionadas, considero que el recurso luce, en esta parcela, manifiestamente insuficiente para rebatir las conclusiones establecidas por el tribunal de grado, toda vez que no logra evidenciar la existencia del vicio de absurdo que denuncia.

c. En efecto, de un lado, la quejosa se limita a señalar insistentemente que el tribunal valoró absurdamente las pruebas incorporadas al proceso, mas soslaya referir cuál o cuáles fueron los medios probatorios que habrían sido ponderados deficientemente, omisión que impide a esta Corte la eventual revisión de la valoración realizada por el a quo. 

Del otro, centra su crítica en la circunstancia de que el tribunal omitió, a la hora de fijar el quantum indemnizatorio, considerar el hecho de que el actor siguió trabajando para la accionada después del accidente, denunciando, asimismo, que ignoró analizar lo relativo a que el accidente de trabajo fue causado por el obrar culpable del propio trabajador, alegaciones con las que tampoco logra evidenciar que el fallo atacado esté viciado por absurdo.

d. En lo que respecta al primero de esos argumentos, cabe señalar en primer lugar que ‑contrariamente a lo que aduce la demandada‑ del veredicto no surge que el tribunal hubiere juzgado por acreditado que el accionante haya seguido prestando labores bajo dependencia de la accionada con posterioridad al accidente, y la recurrente declina indicar ‑como debió haberlo hecho, a los fines de demostrar el absurdo que invoca‑ con qué medio de prueba habría quedado demostrada tal circunstancia.

Independientemente de ello, el juzgador explicitó con suma minuciosidad las pautas que consideró relevantes para cuantificar el resarcimiento que juzgó idóneo para reparar integralmente los daños padecidos por Altuna como consecuencia del accidente de trabajo que sufrió (ver sent., fs. 453/458), señalando expresamente, incluso, que el resarcimiento no debía medirse exclusivamente en función de un trabajo determinado, a tal punto que ‑agregó‑ "puede resultar intrascendente la falta de prueba de la labor desempeñada, o que no ejerciera actividad lucrativa alguna" (fs. 454 y vta.). De ello se puede inferir que el tribunal juzgó que no resultaba determinante, a los fines de cuantificar el daño resarcible, que el accionante pudiera haber continuado laborando para la accionada, y la quejosa, si bien cuestiona dicha conclusión, en modo alguno alcanza a demostrar ‑tampoco en esta parcela‑ que la decisión del a quo estuviere viciada por absurdo. Ello así, pues el mero criterio discrepante que exhibe el recurrente no alcanza para conmover lo decidido por el a quo, aún cuando la conclusión por éste establecida pudiera considerase discutible, toda vez que ‑como lo tiene dicho este Tribunal‑ la mera expresión de discrepancias no autoriza la revisión de lo decidido en la instancia ordinaria, pues no cualquier disentimiento autoriza a tener por configurado el absurdo; en consecuencia, no es suficiente manifestar que la apreciación efectuada por el juez es discutible, opinable o poco convincente, porque se requiere algo más: la demostración del vicio lógico del razonamiento, o una grosera desinterpretación material de alguna prueba, al punto de haber llevado al tribunal a establecer conclusiones claramente insostenibles, contradictorias entre sí o inconciliables con las constancias que resultan de la causa (conf. causa L. 83.326, "Bertone", sent. del 15‑III‑2006, entre otras).

e. Y en lo tocante al restante argumento ‑existencia de culpa del actor en la producción del accidente‑ tal como lo anticipé al resolver el recurso de nulidad deducido por la accionada, el tribunal, tras haber tenido por demostrada la conducta culpable de la demandada y de la aseguradora de riesgos citada, señaló expresamente que no se habían demostrado las eximentes y los hechos impeditivos ejercitados al contestar la demanda, por la carencia probatoria al respecto (ver fs. 452 vta.), eximentes entre las cuales cabe considerar incluida el que se hubiere comprobado la existencia de culpa de la víctima. Al respecto, se impone destacar que el impugnante, aún cuando vuelve a insistir en la posición que originariamente planteó en la contestación de la demanda, ni siquiera intenta demostrar que tal decisión del a quo resulte absurda.

Luego, el remedio traído resulta insuficiente también en esta parcela, pues sabido es que corresponde a la parte que lo alega demostrar la existencia de "absurdo" y no a la Suprema Corte explicar por qué no se configura (conf. causas L. 32.901, "Arias", sent. del 15‑V‑1984; L. 34.426, "Gómez", sent. del 9‑IV‑1985; L. 36.127, "Ogrolich", sent. del 3‑VI‑1986; L. 42.177, "Gómez", sent. del 23‑V‑1989; L. 57.164, "Borja", sent. del 3‑X‑1995). 

f. En definitiva, el agravio debe ser desestimado, pues el recurrente se ha limitado a denunciar la existencia del vicio referido contraponiendo su propio criterio al exteriorizado por el sentenciante, pero sin realizar mayores esfuerzos con el objeto de acreditar su existencia. En tal sentido, cabe insistir en recordar que tiene dicho esta Corte que resulta inatendible el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley si las argumentaciones formuladas no dejan de ser una simple discrepancia del recurrente con las razonadas conclusiones del fallo que, como tal, resulta ineficaz para demostrar el absurdo invocado y conmover el pronunciamiento (conf. causa L. 33.567, "Cáceres", sent. del 4‑XII‑1984). 

3. En cambio, el agravio relativo a la declaración de inconstitucionalidad del art. 8 de la ley 24.432 ha de tener favorable acogida.

a. Tuve oportunidad de anticipar mi opinión al respecto en las causas L. 77.914, "Zuccoli" (con sentencia del 2‑X‑2002) y L. 77.859, "Acosta" (con sentencia del 27‑VII‑2005), cuando afirmé que dicha ley adolece de una criticable técnica legislativa, ya que aborda la reformulación tanto de cuestiones relacionadas con el Código Civil como con las leyes de concursos, derecho laboral, procesal nacional, etc., hasta llegar a la materia arancelaria. Tan amplia gama de normas derogadas, modificadas o sustituidas, sin embargo, no autoriza a pensar que en todos los casos sea necesaria una legislación convalidatoria del precepto, ya que la invitación contenida en el art. 16 de la ley citada no puede interpretarse como extensiva a todos los artículos de ley, sino solo a "los pertinentes"; es decir, a aquellos que tienen estricta atingencia con el Código Procesal del Estado nacional y las leyes que se vinculan con esa materia. Entre los que no requieren de tal adhesión se incluyen, obviamente, los arts. 505 del Código Civil y 277 de la Ley de Contrato de Trabajo ‑modificados por los arts. 1 y 8, respectivamente, de la ley 24.432‑, los que ‑por su naturaleza‑ tienen operatividad inmediata. 

Para concluir así, he sostenido que las normas en cuestión sólo disponen la inoponibilidad al condenado en costas en cuanto exceda el 25% del producto de la sentencia, laudo o transacción, lo que implica una determinación compatible con la atribución del legislador nacional de abordar excepcionalmente aspectos procesales. En otras palabras: el art. 277 de la Ley de Contrato de Trabajo ‑al igual que el art. 505 del Código Civil, ambos en su nueva redacción‑ contienen una limitación respecto del alcance de la responsabilidad por las costas, no así respecto de los montos por honorarios profesionales, lo que resulta un capítulo dentro de ese rubro. 

Me apoya en tal conclusión el hecho de que, al conjugarse estos preceptos con las restantes modificaciones efectuadas al ordenamiento sustancial civil, se vislumbra que, ‑en su conjunto‑ se refieren al factor de atribución de la responsabilidad y sus límites, y es ello lo que posibilita la aludida determinación del legislador nacional.

Siendo esto así, cabe interpretarse que no existe imposibilidad de regular los honorarios por los trabajos profesionales conforme a las disposiciones locales; en cambio sí puede inferirse una limitación respecto de la media en que puede afectar al deudor, teniendo en cuenta su obligación de reparación integral. Así, su responsabilidad por las costas estará acotada a parámetros coherentes con el carácter accesorio que estas representan.

Dentro de tal marco, esta parcela del recurso debe prosperar, debiendo revocarse la inconstitucionalidad declarada y disponerse que, ya restituida la causa a la instancia de origen, sean aclarados convenientemente los alcances de la condena en costas y las regulaciones de honorarios efectuadas.

III. Por las razones expuestas, y si mi opinión es compartida corresponde admitir parcialmente el recurso, y devolver los autos al tribunal de origen para que proceda conforme lo establecido en el punto 3). Con costas por su orden (art. 289 del C.P.C.C).

Con el limitado alcance indicado, voto por la afirmativa.

A la quinta cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:

I.‑ Por compartir sus fundamentos, adhiero a los Puntos II.1 y II.2 del voto del doctor de Lázzari.
II.‑ En relación con los agravios dirigidos contra la declaración de inconstitucionalidad del art. 8 de la ley 24.432, comparto la solución propuesta por el colega preopinante, si bien lo hago por los fundamentos que el suscripto vertiera en ocasión de votar en las causas L. 77.914, "Zuccoli" (sent. del 2‑X‑2002) y L. 73.148, "Sciandra" (sent. del 12‑III‑2003), ésta última en relación con la norma del art. 8 de la ley 24.432 y la modificación que la misma introdujo al art. 277 de la ley 20.744.

En efecto, manifesté en el último de los precedentes citados que si bien el art. 16 de la ley 24.432 invita a las Provincias a adherir al régimen que la misma instituye, ello es así en la parte que "fuera pertinente". En tal contexto, cabe señalar que en el digesto normativo citado en último término existen disposiciones ‑vgr. los arts. 9, 10, 11, 12 que modifican ciertos preceptos del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y del Régimen Arancelario de Abogados y Procuradores en el ámbito de la Nación‑ que, en caso de que la Provincia eventualmente quisiera aplicarlas, requerirían del dictado de una legislación que expresamente adhiera a tales dispositivos legales.

Más la ley en cuestión posee también normas que, en mi criterio, resultan operativas. En tal orden sitúo su art. 8 que incorporó un nuevo párrafo al art. 277 de la Ley de Contrato de Trabajo estableciendo un tope del 25% del monto fijado en la sentencia, laudo, transacción o instrumento que ponga fin al diferendo, en concepto de costas. En consecuencia, el citado artículo, por el carácter que reviste en razón de la sustancia de lo que regula ‑responsabilidad en materia de costas por incumplimiento de la obligación principal‑ no requiere adhesión alguna, resultando entonces aplicable en la Provincia, sin que ello implique vulnerar en modo alguno la autonomía local.

En efecto, según surge del texto expreso de la norma de marras, las regulaciones de honorarios se realizarán conforme a las leyes arancelarias locales, por lo que no existe desplazamiento del régimen provincial en detrimento de otro especial; y por otra parte, "la facultad de establecer normas procesales no puede considerarse en manera alguna privativa de las provincias, puesto que en numerosos casos el Congreso nacional se ve precisado a dictarlas..." ("Límites de las facultades legislativas de las Provincias en materia procesal", Miguel A. Passi Lanza, "La Ley", 128‑782, esp. 783), "para asegurar la estructura y funcionamiento esencial de las instituciones creadas en los Códigos de la Nación, aún dentro del orden procesal ‑con cita de Morello A. M., en "Jurisprudencia Argentina", 1959‑IV‑539, nota a fallo‑, puesto que quien puede legislar sobre la función principal puede hacerlo también respecto de la accesoria" (Miguel A. Passi Lanza, op. cit., pág. 783).

En tal sentido, esta Suprema Corte ha resuelto ‑con cita de Rodolfo Moreno, t. III, pág. 161‑ que "Entiendo que lo primero que debe cuidarse en el país, a mérito de lo estatuido por la Constitución y en atención a la unidad nacional ‑que no es sólo política sino institucional‑ es la uniformidad en la aplicación de las leyes ...por eso el Congreso de la Nación cuando tenga en vista esa alta finalidad puede llegar hasta alterar las reglas jurisdiccionales, que son secundarias, pero solamente cuando se trata de consumar aquél propósito que es superior" (Fallo 5040 del 25‑III‑1938, en "La Ley", 10‑990, en esp. 994).

Cabe señalar también que la propia Corte Suprema de Justicia de la Nación ha reiterado e inveteradamente declarado la constitucionalidad de la facultad del Congreso nacional de dictar normas procesales con el fin de asegurar la efectividad de los derechos que consagra la legislación de fondo que le incumbe sancionar (Fallos 137:307; 138:154 y 157; 141:254; 162:376; 247:524; 265:30; 299:45).

Por último, es dable mencionar que la primacía de una ley sobre otra, no requiere demostración alguna de la parte, debiendo ser advertida y reconocida por el juzgador, quien está obligado a aplicar el derecho vigente (arts. 1, 15 y 16 del Código Civil) como también así por la gravitación del principio juria novit curia (art. 34 inc. 4 ‑dispositivo legal que expresamente estatuye que el sentenciante debe fundar su pronunciamiento "respetando la jerarquía de las normas vigentes"‑; arts. 163 inc. 5 del C.P.C.C.; 47 y 63 de la ley 11.653).

Por ello, la declaración de inconstitucionalidad del citado art. 8 de la ley 24.432 ‑efectuada por el tribunal a quo‑ debe revocarse. En las presentes actuaciones el tribunal de grado se ha ceñido a la legislación arancelaria local para fijar el monto de los honorarios profesionales mas ha inaplicado el art. 277 de la Ley de Contrato de Trabajo, por lo que, si mi voto es compartido, deberán devolverse los autos al juzgador de origen para que obre de conformidad. Costas por su orden (art. 289, C.P.C.C.).

Voto por la afirmativa.


La señora Jueza doctora Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votó la quinta cuestión también por la afirmativa.

A la quinta cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:

Adhiero al voto del doctor de Lázzari, permitiéndome efectuar las siguientes consideraciones en orden a la aplicación de la ley 24.432, con los límites porcentuales por ella establecidos en la materia.

En el precedente de este Tribunal, identificado como L. 77.859, "Acosta" (sent. del 27‑VII‑2005), en el que se planteara la cuestión que ahora se reitera, adherí al voto del doctor de Lázzari, con los alcances y argumentos que en el suyo propio vertiera el ex colega de esta Corte doctor Roncoroni. Quien expusiera "Como lo advierte el doctor de Lázzari, la ley 24.432 contiene normas de diversa índole, cosa que es común en las leyes nacionales, y obliga a determinar su naturaleza conforme al art. 75 de la Constitución nacional. Como es sabido, las leyes nacionales pueden contener derecho federal (por ejemplo, en los arts. 1, 10 y 11), derecho común (inc. 12) y derecho local, categoría esta última que ya ha perdido buena parte de su importancia, pues era la legislación aplicable en territorios nacionales. Ahora bien, el Código Civil es derecho común, aplicado por los jueces de cada jurisdicción pero legislado por la Nación. Las provincias no necesitan ni pueden adherir a estas leyes, por la misma razón de que no pueden legislar sobre los temas que ellas rigen. O mejor: las provincias ya han adherido, de una vez y para siempre a esa unidad de la legislación de fondo, y el gran instrumento de su adhesión es la propia Constitución nacional. Conforme lo dicho, suscribo el nuevo criterio que exponen ahora en forma mayoritaria mis colegas. Sólo creo conveniente hacer una aclaración acerca de la naturaleza de la norma en cuestión, pues ella ha sido calificada como legislación procesal excepcionalmente legislada por la Nación. No es esa a mi juicio la naturaleza de la norma incorporada al Código Civil. El agregado que la ley 24.432 hizo al Código Civil es una norma de fondo, pues delimita la responsabilidad del deudor que es demandado en juicio. Así como el Código Civil establece reglas sobre la mora, los intereses y la responsabilidad por el incumplimiento, del mismo modo regla ahora otro aspecto de la responsabilidad patrimonial del deudor, que es su obligación de indemnizar las costas en las que haya incurrido el acreedor para el cobro de su crédito. El párrafo agregado al art. 505 no se refiere ni modifica en modo alguno el procedimiento con el que se conducen los juicios. La disposición se refiere a la responsabilidad del deudor, a la extensión con la que debe indemnizar los gastos hechos por su acreedor para forzar el cumplimiento de la obligación, lo que es un tema típico del derecho de fondo. El hecho de que esos gastos sean ocasionados durante un proceso, no convierte a esa responsabilidad en materia procesal... no es necesario justificar o rechazar una invasión de las jurisdicciones provinciales, ni evaluar si acaso se presentan altas finalidades que autoricen a la Nación a alterar las jurisdicciones. El párrafo añadido al art. 505 se mantiene en el tema que ya trataba la norma desde su redacción originaria, reglando ahora uno de sus aspectos especiales. Como colofón de lo expuesto debo concluir que la norma del art. 505 del Código Civil modificado por la ley 24.432 no merece la tacha de inconstitucionalidad".

Argumentos y definiciones que comparto, haciendo propias en el presente voto.

Con el alcance que preciso en orden a las nociones incorporadas respecto a la aplicación de la ley 24.432, doy mi voto por la afirmativa.

A la quinta cuestión, el señor Juez doctor Negri dijo: 

Adhiero parcialmente al voto emitido en primer término.

Coincido con lo expuesto en los apartados a. y b. del punto II.1. de ese sufragio.

Concuerdo asimismo en cuanto en él se expresa respecto de la insuficiencia de la impugnación a los fines de revertir lo decidido sobre el monto indemnizatorio (punto II.2.).

He de discrepar, en cambio, acerca del agravio relativo a la declaración de inconstitucionalidad del art. 8 de la ley 24.432, toda vez que, en mi opinión, esa queja no puede prosperar.

Como ya lo he expresado en las causas L. 77.914, sent. del 2‑X‑2002; L. 75.196, sent. del 12‑III‑2003; L. 81.838, sent. del 10‑IX‑2003; Ac. 78.984, sent. del 30‑VI‑2004, entre otras, es el propio legislador nacional el que se autolimita en el alcance territorial que atribuye a la ley en examen, cuando en su art. 16 "invita a las provincias a adherir al presente régimen en lo que fuera pertinente".

Sin embargo, el art. 505 del Código Civil desplaza al ordenamiento local en materia de costas sin que esa adhesión se haya concretado, en clara violación entonces, de los preceptos que portan los arts. 71 inc. 12 y 121 de la Constitución nacional.

Y entiendo que es esa la interpretación que cabe pues la referencia que realiza la norma a "las regulaciones de honorarios practicadas conforme a las leyes arancelarias o usos locales" no debe desentenderse del límite porcentual que la misma impone a la obligación que resulta de la condena en costas. La conjunción de ambos aspectos da por resultado un claro avance en materia reservada a las provincias, sin que ‑a mi juicio‑ exista en la especie justificación que lo legitime en aras de resguardar el cumplimiento de los propósitos contenidos en la ley de fondo.

En ese orden de consideraciones considero que, frente a la incompatibilidad de la norma del art. 505 del Código Civil último párrafo (texto según ley 24.432) con el texto de los arts. 75 inc. 12 y 121 de la Constitución nacional, la misma ha de ser declarada inconstitucional. 

En virtud de lo que se viene de exponer juzgo que debe rechazarse el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, con costas (art. 289, C.P.C.C.).

Voto por la negativa.

A la quinta cuestión, el señor Juez doctor Soria dijo:

Habré de adherir al voto del colega que inaugura el acuerdo. En lo vinculado al agravio del recurrente referido a la declaración de inconstitucionalidad de al ley 24.432, lo haré en los mismos términos que el doctor Genoud, a cuya opinión me remito (conf. mi voto en la causa L. 77.859, "Acosta", sent. de 27‑VII‑2005). 

Con el alcance indicado doy mi voto también por la afirmativa.
A la sexta cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:

I. En su recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, "Asociart A.R.T. S.A." denuncia violación de los arts. 63 de la ley 11.653; 34 inc. 4º, 272 y 330 del Código Procesal en lo Civil y Comercial; 39 de la ley 24.557 y absurdo en la valoración de la prueba.

1. En primer lugar, afirma que, al condenar solidariamente a la Aseguradora de Riesgos del Trabajo en base a supuestos incumplimientos en que habría incurrido, el tribunal de grado vulneró el principio de congruencia y la garantía constitucional de defensa en juicio.

Puntualiza, en ese sentido, que en el escrito de inicio el actor no demandó a la citada aseguradora, ni mucho menos le imputó el incumplimiento de norma u obligación jurídica alguna, como tampoco lo hizo la accionada en su responde, oportunidad en la cual se limitó a solicitar que se citara en garantía a la Aseguradora de Riesgos del Trabajo con el objeto de que mantuviera indemne su patrimonio por su calidad de aseguradora. Enfatiza que al peticionar su convocatoria al proceso, la demandada no le atribuyó incumplimiento de las obligaciones contractuales y legales y ni siquiera insinuó ‑tampoco lo hizo el actor‑ que su parte, como aseguradora de riesgos, hubiere inobservado los deberes de prevención con base en cuyo incumplimiento el a quo terminó condenándola solidariamente.

En consecuencia ‑añade‑ la aseguradora solo pudo ejercer su derecho de defensa en los términos en que quedó trabada la litis, esquema en el que no quedaron incluidos los presuntos incumplimientos que el tribunal consideró demostrados y en los que fundó su condena solidaria. Luego ‑concluye‑ el tribunal ha incurrido en una grave incongruencia por extralimitación, pues ha decidido sobre una cuestión que no ha sido materia de litigio, por no haber sido planteada por ninguna de las partes, y sobre la cual la recurrente no ha podido ejercer su derecho de defensa.

2. En segundo orden señala que, al declarar la inconstitucionalidad de varios de sus artículos, el tribunal ha violado y aplicado erróneamente la ley 24.557. 

En relación a esta cuestión señala que si bien la inconstitucionalidad fue resuelta por el tribunal como cuestión previa, en dicha oportunidad no se pudieron interponer los recursos extraordinarios atento a que no existía una sentencia definitiva del tribunal susceptible de ser atacada por esa vía. Por tal razón, dice, recién al haber sido condenada en el decisorio que mediante el presente recurso se ataca, ha podido validamente agraviarse de la manera en que el juzgador resolvió la cuestión constitucional.

Sentado ello, se detiene a exponer pormenorizadamente las razones por las cuales considera que el art. 39 de la ley 24.557 no resulta inconstitucional, señalando ‑en lo sustancial‑ que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha convalidado la validez constitucional de dicho precepto en el precedente "Gorosito".

3. En otro orden de ideas, señala que el a quo ha incurrido en absurdo al valorar las pruebas y determinar los montos indemnizatorios que le correspondía percibir al actor.

Afirma que, por conducto del vicio referido, el sentenciante ha incurrido en los siguientes errores: a) ha fijado un monto indemnizatorio global absurdo que no responde a la realidad de las circunstancias; b) ha prescindido de prueba fundamental, en particular del hecho de que el actor sigue trabajando para la demandada y cumpliendo las funciones que anteriormente cumplía; c) ha impuesto a la aseguradora la carga de probar hechos que no fueron invocados por ella; d) ha omitido analizar si existió un vínculo causal entre el incumplimiento de los deberes de prevención de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo que juzgó acreditados y el daño sufrido por el actor.

4. Por último, se agravia de la declaración de inconstitucionalidad del art. 8 de la ley 24.432, señalando que no hay norma alguna en la Constitución nacional que prohiba el dictado de normas como la referida, que tiene por objeto evitar que se fijen honorarios irrazonables como los regulados en la sentencia impugnada.

II. El recurso admite una procedencia parcial.

1. En lo que respecta a la cuestión de la validez constitucional del art. 39 de la ley 24.557, no habiendo la recurrente cuestionado oportunamente la resolución dictada por el tribunal a fs. 232/252, y toda vez que este agravio es presentado de manera idéntica a como lo hace la demandada en su propio recurso, me remito ‑por honor a la brevedad‑ a lo expresado en el ap. II, punto 1 del voto a la quinta cuestión.

Por las razones allí expuestas, corresponde reconocer firme la declaración de inconstitucionalidad formulada oportunamente en la instancia de grado respecto de la norma del art. 39 de la ley 24.557. Ello sin perjuicio de lo que habré de señalar más adelante en relación a la responsabilidad de "Asociart A.R.T. S.A." por el pago de las prestaciones del sistema de la ley 24.557, conforme se anticipara en el acápite c. del punto 1, ap. II del voto a la quinta cuestión. 

2. En cambio, debe tener favorable acogida el gravamen vinculado con la violación del principio de congruencia.

a. En razón de lo planteado por la recurrente en orden a la transgresión que denuncia, debo recordar que en precedentes anteriores (causas L. 78.925, "Barrionuevo", sent. de 9‑X‑2003; L. 85.547, "Maldonado", sent. de 14‑ IV‑2004) esta Corte sostuvo el criterio ‑que propicié al votar en primer término en la primera citada y acompañé luego con mi voto de adhesión en la segunda‑ de revocar las decisiones de los tribunales del trabajo que habían responsabilizado solidariamente a las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo en términos asimilables a los que se verifican en autos.

En otras palabras, entiendo que las consideraciones entonces vertidas resultan aplicables al caso bajo juzgamiento, con sujeción a las particularidades del mismo.

b. Con el objeto de precisar las circunstancias del caso y, en especial, la conformación de la traba de la litis, cabe señalar que el actor demandó ‑con sustento en los arts. 1109 y 1113 del Código Civil y 75 de la Ley de Contrato de Trabajo‑ la reparación de los daños derivados del accidente de trabajo, exclusivamente a su empleadora (ver fs. 23/30). Esta, al efectuar su responde, afirmó que el siniestro debía juzgarse conforme a la normativa de la ley 24.557, por lo que requirió la citación "en garantía" de "Asociart A.R.T. S.A." (ver fs. 75 vta.).

c. Corrido el pertinente traslado (art. 29, ley 11.653), el accionante nada manifestó acerca de dicha citación, ni tampoco mencionó la existencia de supuestos incumplimientos de la aseguradora susceptibles de haber contribuido a la causación del daño, cuya reparación reclamó ‑reitero‑ exclusivamente a la accionada.

d. A su turno, el tribunal desestimó la oposición actoral y acogió el pedido de la accionada, disponiendo la citación de la compañía aseguradora en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial (ver fs. 104).

e. "Asociart A.R.T. S.A.", rechazó su citación al proceso e interpuso "defensa de no‑seguro", sosteniendo que la cobertura de la póliza suscripta con la demandada se encontraba limitada a las prestaciones de la ley 24.557, no resultando comprensiva de una reparación civil como la que pretendía el actor (ver fs. 164/190).

f. Al contestar el traslado conferido respecto de dicha presentación (fs. 218/220 vta.), la demandada denunció como "hecho nuevo" que la Aseguradora de Riesgos del Trabajo había incumplido con sus obligaciones contractuales relativas al otorgamiento de las prestaciones que debía recibir el actor; nada dijo, en cambio, acerca de que la existencia de incumplimientos previos que hubieran contribuido a causar el accidente por él padecido. Además, el sentenciante desestimó la pretensión de incorporar dichas circunstancias al proceso, al entender que constituían hechos nuevos (fs. 259/260). El accionante, a su turno, aunque alegó la existencia de deficiencias en la atención médica brindada por la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, tampoco hizo referencia alguna a presuntos incumplimientos en los deberes de control susceptibles de haber favorecido el acaecimiento del siniestro (fs. 222/223 vta.). 

g. Conforme se desprende de los referidos antecedentes entiendo que, no obstante las circunstancias procesales en que fue citada a juicio la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, el fundamento de su condena quebrantó claramente el principio de congruencia al que debía ceñirse el tribunal (conf. arts. 34 inc. 4º y 163 inc. 6º, C.P.C.C. y su doctrina).

 Efectivamente, no se concretó en la demanda ‑ni en la réplica de la accionada‑ imputación de conducta alguna a la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, que pudiese determinar su responsabilidad civil a título directo por el incumplimiento de las obligaciones impuestas por la ley 24.557, como tampoco se alegó que su conducta hubiera devenido condición necesaria para generar el daño que padece Altuna.

En tal sentido, no puede obviarse la propia manifestación del actor, quien no le atribuyó responsabilidad por el evento dañoso a la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, mientras que la demandada, si bien se limitó a señalar que la aseguradora debía responder cualquiera fuese el régimen jurídico aplicable, ni siquiera deslizó que aquella hubiera incurrido en algún incumplimiento que pudiera ser causalmente vinculado al daño padecido por el accionante, como ‑apartándose, en consecuencia, del tema a decidir‑ lo estableció el sentenciante. 

Por consiguiente, mal pudo valorarse por parte del tribunal de grado una eventual falta de cumplimiento de la compañía aseguradora de las obligaciones que la ley 24.557 le impone en materia de control, fiscalización y prevención del riesgo, puesto que ello no fue motivo de controversia. 

Deseo recordar que si bien resulta indiscutible que la citada en los términos de los arts. 94 y 96 del Código Procesal Civil y Comercial no reviste el carácter de accionada, sino que participa en calidad de tercero de intervención obligada y que la eventual sentencia en su contra puede producir los mismos efectos que sobre los demandados "directos" (conf. causa B. 55.222, sent. del 20‑VI‑2001), de ello no puede colegirse, en cambio, que la referida situación procesal permita alterar los términos en que la demanda fue propuesta sin avasallamiento de la congruencia de la decisión. La posibilidad de que la sentencia afecte al tercero como a un litigante principal, no significa que su actuación en tales términos desplace la vigencia y aplicabilidad de las restantes normas del régimen jurídico, especialmente en lo que concierne a la preservación del derecho de defensa y de propiedad, ambos con jerarquía supralegal (conf. causa L. 78.925, sent. del 10‑IX‑2003).

h. Tiene dicho esta Corte al respecto que el principio de congruencia importa conducir el juicio en términos de razonable equilibrio dentro de la bilateralidad del contradictorio, e importa que la sentencia se muestre atenta a la pretensión jurídica que forma el contenido de la disputa, resultando violado cuando el fallo valora y decide circunstancias ajenas a la forma en que ha sido planteado el reclamo (conf. arts. 18, Constitución nacional y 163 inc. 6, Código Procesal Civil y Comercial; conf. causas Ac. 65.396, sent. del 5‑IV‑2000; Ac. 67.181, sent. del 21‑III‑2001; L. 71.273, sent. del 4‑IV‑2001) de manera que las partes no hayan podido ejercer su plena y oportuna defensa. La litis determina los límites de los poderes del juez que debe pronunciarse sobre todo lo que se reclama y sólo sobre lo que se pide: el principio iuria novit curia tiene como límite el de no alterar la relación procesal (conf. causa L. 46.716, sent. del 26‑XI‑1996) y, por consiguiente, se quebranta el principio de congruencia cuando no media conformidad entre la sentencia y el pedimento respecto de la persona, el objeto o la causa (conf. causa Ac. 65.939, sent. del 18‑V‑1999).

En definitiva ‑como sostiene la recurrente‑ ni el trabajador al reclamar, ni el empleador al contestar la demanda, han imputado a la aseguradora el incumplimiento de sus obligaciones en materia de prevención de riesgos. Consecuentemente, no desplegó la citada como tercero la defensa en tal aspecto, pues ‑reitero‑ no ha sido objeto de debate el incumplimiento que el juzgador de grado le atribuye y que surge por primera vez de la sentencia.

Por su parte, aun cuando se interprete en sentido amplio la citación efectuada por el demandado, no es posible trasponer los términos en que la misma fue propuesta, indagando sobre elementos de responsabilidad autónoma como los que el juzgador de grado analizó en el caso. Por lo tanto, el fallo, en este aspecto, excedió claramente el marco del encuadramiento legal, habida cuenta que, para resolver de la manera en que lo hizo, el tribunal del trabajo evaluó cuestiones de hecho que no formaron parte de la estructura de la litis planteada.

i. En consecuencia, debe revocarse la sentencia en cuanto ‑apartándose del tema a decidir y violando el principio de congruencia‑ resolvió condenar a "Asociart A.R.T. S.A." a reparar integralmente ‑con sustento en el derecho común‑ los daños que el señor Altuna sufriera como consecuencia del accidente de trabajo ocurrido el día 22-VI-1998.

3. Empero ‑tal como lo anticipé en el ap. II, punto 1, acápite c. del voto a la quinta cuestión‑ cabe señalar que las soluciones adoptadas en relación a los diversos agravios examinados hasta aquí, en manera alguna pueden llevar a acarrear la frustración de los propósitos perseguidos por la ley 24.557 en lo que respecta a la responsabilidad de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo por las prestaciones del sistema instituido en dicho cuerpo legal. 

a. En efecto, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ‑en el caso "Aquino, Isacio c/ Cargo Servicios Industriales S.A.", sent. del 21‑IX‑2004‑ puntualmente expresó que ‑aun derribado en un caso concreto, por inconstitucional, el valladar a la reparación integral contenido en el art. 39 de la ley 24.557‑ las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo no han de quedar relevadas de satisfacer las obligaciones que han contraído en el marco de la Ley de Riesgos del Trabajo, posibilitando que el empleador pueda encontrar protección en la medida de su aseguramiento (conf. consid. 14 del voto de los doctores Petracchi y Zaffaroni, consid. 11 del voto del doctor Maqueda; doctrina de esta Suprema Corte en la causa "V. de C.", sent. del 11‑V‑2005).

b. Cabe recordar, al respecto, que la accionada, para el supuesto de que se determinara una incapacidad del actor que debiera ser indemnizada, requirió la citación de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo con la que suscribió un "contrato de afiliación" en los términos de la ley 24.557, especificando que ‑ante tal eventualidad‑ aquella no podía ser eximida de responsabilidad, pues, de lo contrario, los pagos que le había efectuado constituirían un enriquecimiento sin causa (fs. 75 vta./76). Y a su vez, la propia Aseguradora de Riesgos del Trabajo expresó, tras reconocer la existencia del referido contrato de afiliación que lo ligaba a la demandada, que ella solo podía ser responsable por las prestaciones dinerarias y en especie que otorga esa normativa (fs. 166). 

c. De lo expuesto se colige que el error de juzgamiento del tribunal de grado, en cuanto condenó solidariamente a la aseguradora en violación del principio de congruencia, no ha permitido atender tal petición de la parte interesada, la que estimo debe ser considerada teniendo en mira la existencia del principio de utilidad de la sentencia, que se vincula con otro preponderante, que es el de valor eficacia del servicio de justicia, que ha de servir verdaderamente para cumplimentar el auténtico rol de la jurisdicción de suprimir los conflictos y lograr la paz social. El Alto Tribunal de la Nación ha expresado al respecto que las formas a que deben ajustarse los procesos han de ser expresadas en relación con el fin último a que éstos se enderezan, o sea a contribuir a la más efectiva realización del derecho (C.S.J.N., Fallos 306:738, o "La Ley", 1984‑D, pág. 691, J. Agrup. caso 5296). 

d. En esta línea de pensamiento, esta Suprema Corte ha tenido oportunidad de manifestar anteriormente que, en supuestos como el que se presenta en autos, el daño sufrido por el trabajador o sus derechohabientes debe ser atendido por quien resulte ‑en definitiva‑ obligado a su pago, sea la compañía Aseguradora de Riesgos del Trabajo, el empleador o ambos, según el modo en que hayan quedado acreditadas las bases de sus respectivas responsabilidades.

Luego, si bien es cierto que si ‑derribado en el caso concreto, con arreglo a las circunstancias de la causa, el valladar impuesto por el art. 39.1 de la ley 24.557‑ la reparación integral deberá obtenerse de quien resultó ser el empleador que se benefició con el trabajo del dependiente dañado, no lo es menos que del monto presupuestado en tal concepto deberá ser descontada ‑en su caso‑ la incidencia reparatoria de la porción prestacional garantizada por el sistema de la ley especial, que debe quedar a cargo de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo (conf. causa L. 87.394, "V. de C.", sent. del 11‑V‑2005 ‑voto del doctor Soria‑ y causas similares).

Esto debe considerase así salvo en los casos en los cuales el empleador estuviera autoasegurado (art. 3 inc. 2º, ley 24.557), o aun cuando, sin estarlo, no hubiere cumplido con la obligación legal de contratar una aseguradora de riesgos del trabajo (art. 3 inc. 3º, ley 24.557). Ninguno de esos excepcionales supuestos se verifica en la especie, por lo que ‑de conformidad con lo expuesto‑ el empleador debe obtener protección en la medida de su aseguramiento. 

e. De ahí que resulte necesario precisar el límite hasta el cual deberá responder la Aseguradora de Riesgos del Trabajo de conformidad a las pautas de la ley 24.557, para así poder estar en condiciones de determinar el alcance con que deberá responder el empleador (como quedó dicho: por la porción del daño padecido por el trabajador que no alcanza a ser resarcido por las prestaciones de la ley especial a cargo de la aseguradora).

4. En virtud de lo resuelto en el punto 2, los agravios vinculados con la denuncia de absurdo en la valoración de las pruebas y los montos indemnizatorios fijados han devenido abstractos, por lo que no corresponde pronunciarse al respecto.

5. Finalmente, la declaración de inconstitucionalidad del art. 8 de la ley 24.432 debe ser revocada, de conformidad con lo expuesto en el ap. II, punto 3, del voto a la quinta cuestión. 

III. Por lo expuesto, corresponde hacer lugar parcialmente al recurso deducido, y revocar la sentencia en cuanto dispuso la condena solidaria de "Asociart A.R.T. S.A." al pago de la indemnización que, con sustento en el derecho civil, estableció por la incapacidad laboral que sufre el actor, la que deberá quedar limitada al otorgamiento de las prestaciones contempladas en la ley especial de conformidad con lo precedentemente manifestado, debiendo practicarse en la instancia de grado la liquidación correspondiente. Asimismo, corresponde revocar el pronunciamiento en cuanto declaró la inconstitucionalidad del art. 8 de la ley 24.432, debiendo disponerse que, ya restituida la causa a la instancia de origen, sean aclarados convenientemente los alcances de la condena en costas y las regulaciones de honorarios efectuadas. 

Costas de esta instancia extraordinaria en el orden causado (art. 289, C.P.C.C.).

Con el alcance indicado, voto por la afirmativa.

A la sexta cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:

I.‑ Por compartir sus fundamentos, adhiero a los Puntos II.1 y II.2 del voto del doctor de Lázzari.
II.‑ En cuánto respecta a la responsabilidad que cabe adjudicar a la aseguradora por el accidente padecido por el accionante, descartada la procedencia del reproche sobre la base de las alegadas omisiones culpables imputadas a la misma en relación con los deberes de control y prevención legalmente impuestos (arts. 4º, 31 y ccdtes. ley 24.557), cabe no obstante concluir que aún en supuestos como el presente, en el que el empleador ha sido hallado responsable por los daños y perjuicios padecidos por el trabajador con fundamento en normas de derecho común, la Aseguradora de Riesgos de Trabajo deberá responder por la porción del daño que quede cubierta con arreglo al sistema reparatorio establecido por la ley 24.557.

En efecto, sobre el tema el Alto Tribunal en la causa A. 2652. XXXVIII, "Aquino, Isacio c/Cargo Servicios Industriales S.A." (sent. del 21‑IX‑2004) puntualmente expresó que las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo no han de quedar relevadas de satisfacer las obligaciones que han contraído en el marco de la Ley de Riesgos del Trabajo, posibilitando que el empleador pueda encontrar protección en la medida de su aseguramiento (conf. consid. 14 del voto de Petracchi y Zaffaroni; consid. 11 del voto del doctor Maqueda).

En ese orden de ideas y conforme fue declarado por este Tribunal en la sentencia de la causa L. 87.394, "V. de C., M.C." del 11‑V‑2005, el daño sufrido por el trabajador o sus derechohabientes deberá ser atendido por quien resulte ‑en definitiva‑ obligado a su pago, sea la compañía Aseguradora de Riesgos del Trabajo, el empleador o ambos, según el modo en que queden acreditadas las bases de sus respectivas responsabilidades. Precisamente, en aplicación de las directrices allí expuestas se resolvió confirmar la decisión de grado que condenó a abonar al demandado sólo la parte del daño no cubierta con arreglo al sistema reparatorio de la ley 24.557, descontándose del importe total de condena la suma integrada por la firma aseguradora.

De ahí que, el juzgador de grado deberá determinar el alcance con que deberán responder por el daño padecido por el trabajador, el empleador y la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, siguiendo los lineamientos que surgen del ya citado precedente de esta Corte identificado como L. 87.394, "V. de C., M. C." del 11‑V‑2005 (conf. L. 78.207, sent. del 15‑II‑2006; L. 87.094, sent. del 28‑XII‑2005; entre otras).

Ello así, teniendo en mira a la existencia del principio de utilidad de la sentencia, que se vincula con otro preponderante que es el del valor eficacia del servicio de justicia que ha de servir verdaderamente para cumplimentar el auténtico rol de la jurisdicción de suprimir los conflictos y lograr la paz social. La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha expresado al respecto que, las formas a que deben ajustarse los procesos han de ser expresadas en relación con el fin último a que estos se enderezan, o sea, contribuir a la más efectiva realización del derecho (Fallos 306:738, o "La Ley", 1984‑D, pág. 691, J. Agrup. caso 5296).

III.‑ Por demás, la declaración de inconstitucionalidad del art. 8º de la ley 24.432 ‑tal como expuse en el Punto II de la quinta cuestión aquí traída‑, debe ser revocada, por los fundamentos allí emitidos, a los que remito.

IV.‑ Con el alcance indicado, voto por la afirmativa.


La señora Jueza doctora Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votó la sexta cuestión también por la afirmativa.

A la sexta cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:

Con la salvedad expuesta al tiempo de votar en la quinta cuestión planteada en orden a la aplicación de la ley 24.432, adhiero al voto del doctor de Lázzari.

A la sexta cuestión, el señor Juez doctor Negri dijo:

Adhiero por los mismos fundamentos al voto emitido en primer término en cuanto propone reconocer firme la declaración de inconstitucionalidad del art. 39 de la ley 24.557. 

Concuerdo asimismo con cuanto allí se expresa acerca de que el pronunciamiento impugnado ha violado el principio de congruencia al condenar solidariamente a la Aseguradora de Riesgos del Trabajo con fundamento en el incumplimiento de sus obligaciones en materia de prevención de tales riesgos.

En consecuencia, por haber sido dictada apartándose del tema a decidir y violando el referido principio, la sentencia de origen debe ser revocada.

El agravio relativo a la inconstitucionalidad del art. 8 de la ley 24.432, en cambio, no debe prosperar en razón de los mismos fundamentos expuestos al votar la quinta cuestión (4º párr. y sig.).

El recurso, con ese alcance, debe prosperar.

Costas de esta instancia, en el orden causado (art. 289, C.P.C.C.).

Voto por la afirmativa.

A la sexta cuestión, el señor Juez doctor Soria dijo:

Habré de adherir al sufragio del colega doctor de Lázzari. En lo referido al cuestionamiento vinculado con la ley 24.432, con el mismo alcance expuesto al votar la quinta cuestión propuesta en este acuerdo.

Voto por la afirmativa.
Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se declara que no corresponde tratar ‑por haber devenido abstracto‑ el recurso extraordinario de inconstitucionalidad deducido a fs. 573 vta./575 vta. por Francisco Vicente Damiano S.A. En cuanto a los recursos extraordinarios de nulidad deducidos por ésta y por Asociart A.R.T. S.A., a fs. 581/582 y 505 vta./507 vta. respectivamente, de conformidad con lo dictaminado por el señor Subprocurador General se los rechaza; con costas (art. 298, C.P.C.C.). Respecto del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley también interpuesto por Francisco Vicente Damiano S.A. a fs. 575 vta./581, por mayoría, se lo declara parcialmente procedente, revocándose la sentencia impugnada en cuanto declaró la inconstitucionalidad del art. 8 de la ley 24.432. Finalmente, y en cuanto al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley de fs. 487/505 vta., por mayoría se hace lugar parcialmente al mismo, y se revoca el pronunciamiento de la instancia anterior también en cuanto condenó solidariamente a Asociart A.R.T. S.A. al pago de la indemnización por daños y perjuicios establecida con fundamento en las normas del Código Civil, la que para ésta queda limitada al otorgamiento de las prestaciones contempladas por la ley 24.557. Las costas de la instancia ordinaria deberán adecuarse a lo aquí decidido, y las de la instancia extraordinaria ‑en ambos casos‑ se imponen en el orden causado (art. 289, C.P.C.C.). Vuelvan los autos al tribunal de origen para que proceda de conformidad a lo establecido en los aps. II.3 y III del voto emitido en primer término respecto de la quinta y sexta cuestión, respectivamente. 

Notifíquese. 
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